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I. Introducción [arriba]  

En los últimos tiempos se han vuelto recurrentes las crisis de los clubes y, en especial, de 
aquellos que tienen por objeto la práctica del fútbol profesional. Las dificultades 
económicas que afectan a estas entidades obedecen a que la competición exige conformar 
equipos competitivos y para ello muchas veces se recurre indiscriminadamente al 
endeudamiento. La insolvencia se presenta cuando sobreviene una crisis económica general 
o bien una mala gestión de los administradores que determinan que no pueden afrontarse el 
pago de los salarios de los jugadores, entrenadores, deudas fiscales, deudas con los 
organismos de la seguridad social e inclusive con otros clubes. Ante estas circunstancias las 
entidades deportivas acceden a los procesos concursales a fin de reestructurar sus pasivos. 
En nuestro país, su concursamiento se tornó habitual en las últimas tres décadas. En tanto 
que en Europa y, en particular, en España es una cuestión de actualidad. Ello se observa en 
que el crecimiento de los procesos concursales de clubes de fútbol generó que el tema se 
introdujera en una de las últimas reformas concursales[2]. 

En la República Argentina la insolvencia de los clubes puso de manifiesto que no puede ser 
resuelta adecuadamente a través de los procesos concursales tradicionales –quiebra, 
concurso preventivo y acuerdo preventivo extrajudicial- y que para ello era menester contar 
con un proceso concursal especial. En tal sentido, el 25 de julio de 2000 se sancionó la ley 
25.284 que instituyó el “Régimen especial de administración de las entidades deportivas con 
dificultades económicas. Fideicomiso de administración con control judicial”. El dictado de 
esta ley refleja una tendencia actual del derecho concursal de fines del siglo XX y principios 
de XXI que pone en crisis el dogma de que debe existir un único tipo de proceso concursal 
para todo sujeto insolvente. En la actualidad, se comprende que las particularidades de 
cada sujeto insolvente provocan la necesidad de contar con procesos concursales 
especiales. 

En nuestro país, las entidades deportivas insolventes pueden ser sujetos de distintos tipos 
de procesos concursales regulados tanto en la ley 24.522 como en la ley 25.284. En tal 
sentido, pueden ser pasibles de procedimientos reorganizativos (concurso preventivo, 
acuerdo preventivo extrajudicial y salvataje de entidades deportivas) y liquidativos 
(quiebra). 

En los acápites siguientes realizaremos un panorama general sobre el proceso concursal de 
salvataje de entidades deportivas. Finalmente, cerraremos el presente estudio analizando 
la regulación del pronto pago prevista en el art. 25.284. 

II. Nociones generales del proceso concursal de salvataje de entidades deportivas [arriba]  

La Ley N° 25.284 se titula “Fideicomiso de administración de entidades deportivas en 
dificultades económicas”. Sin embargo, entendemos que lo que instituye la ley no es un 
contrato de fideicomiso sino una especie particular de proceso concursal. Pueden existir 
disposiciones que acerquen la figura al fideicomiso –por ejemplo el art. 14 que alude a la 
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anotación del fideicomiso-, pero en su mayoría se trata de preceptos propios de procesos 
concusarles[3]. 

Por eso entendemos que no existe tal figura contractual sino que la Ley N° 25.284 instaura 
un proceso concursal especial. El legislador ateniendo a las particularidades del sujeto 
insolvente estatuyó un proceso concursal especial para atender a la insolvencia de las 
entidades deportivas. 

Además, pensamos que es un proceso de reestructuración debido a que no sólo persigue 
asegurar el pago a los acreedores sino que procura la continuación de las actividades 
sociales, culturales y deportivas de la institución. Ceden los principios que rigen la 
liquidación de los bienes en favor de la continuación de las actividades. 

En la doctrina diversos autores se inclinan por sostener que el proceso reglado por la ley 
25.284 es de naturaleza concursal[4]. Asimismo, en trabajos anteriores sostuvimos esta 
tesis[5]. En tal sentido, entendemos que la instauración de un proceso concursal especial 
para atender a la insolvencia de una clase particular de sujetos como son las entidades 
deportivas es una manifestación de las modernas tendencias del derecho concursal que 
ponen en crisis el principio de unidad de soluciones y la idea de que debe existir un único 
proceso concursal para todo sujeto insolvente. En tal sentido, Héctor Chomer expresa que 
“uno de los paradigmas del derecho concursal fue la "unidad" del proceso, esto entendido 
como la posibilidad de que cualquier sujeto pudiera acceder al concurso preventivo”[6]. 
Pero, acertadamente agrega que “lo que sucedió fue que el proceso instituido para todos, 
sólo sirvió para algunos”[7]. 

La unidad concursal, entendida como un único proceso concursal para todo tipo de sujeto 
insolvente fue una de las grandes conquistas del derecho concursal del siglo XX[8]. 

En la actualidad, de cara a un derecho concursal del siglo XXI, la afirmación de un único 
proceso concursal para todo sujeto insolvente está en franca retirada. Ya no se afirma que 
ello resulta lo más eficaz para resolver la insolvencia. Por el contrario, la tendencia 
universal es legislador procesos concursales especiales atendiendo a las particularidades del 
sujeto insolvente. Es decir, las características de la insolvencia del sujeto concursal 
imponen mecanismos concursales especiales. En otros términos, la tendencia actual es 
gestar “trajes a medida” considerando al presupuesto subjetivo[9]. 

En nuestro país, la primera manifestación de esta tendencia se observó con la ley 25.284. Es 
así como el legislador argentino comprendió que no podía aplicarse eficazmente el proceso 
concursal reglado en la ley 24.522 a las entidades deportivas –especialmente aquellas que 
practican un deporte profesional-. A tal efecto, con la ley 25.284 crea una solución 
concursal especial que permite el pago de los acreedores y la continuación de las 
actividades deportivas, sociales y culturales de la entidad deportiva. 

Por su parte, Darío Graziabile sostiene que esta ley 25.284 en uno de los casos en que se 
utiliza la figura del fideicomiso como solución ante la insolvencia[10]. 

Nosotros discrepamos en que se trate de un fideicomiso, no hay contrato, no hay juego a la 
autonomía de la voluntad, sino que existe imposición judicial de un régimen concursal 
especial si concurren los requisitos previstos en la ley. Al respecto, compartimos la opinión 



de Agricol De Bianchetti que refiriéndose a la ley 25.284 expresa que “cuyo texto está lejos 
de las figuras reguladas por la ley 24.441”[11]. 

Posteriormente, en otro trabajo, Darío Graziabile parece inclinarse por el carácter 
concursal del instituto. Al respecto señala que “se implementa un procedimiento concursal 
de excepción con una etapa falencial alternativa aplicable a todos los bienes de la 
asociación civil deportiva, salvo las excepciones expresamente determinadas”[12]. 

Ahora bien, cabe preguntarse ¿Porqué es necesaria una solución concursal especial para 
atender a la insolvencia de las entidades deportivas? 

La respuesta se debe a que la quiebra como proceso eminentemente liquidativo no resulta 
ser la solución más adecuada para una entidad deportiva. Ante la falencia de cualquier otro 
sujeto si no están presentes las pautas que la ley estatuye para la continuación de la 
explotación de la empresa corresponde liquidar de manera más rápida posible el activo 
falencial. En la medida que la liquidación se lleve a cabo con la mayor celeridad, superiores 
serán las posibilidades de los acreedores de recuperar su crédito. La celeridad en la 
liquidación fue una de las pautas que tuvo presente la Ley N° 24.522 de 1995 y ello se vio 
reflejado en los arts. 217 y 273 “in fine” de la L.C[13]. No obstante, en la praxis vemos que 
los procesos se demoran muchos años, demorándose la liquidación y con ello se condena a 
los acreedores a no cobrar nada de la acreencia verificada, perdiendo con ello el interés de 
participar en el proceso concursal[14]. 

La finalidad liquidativa de la quiebra no se corresponde con las necesidades de una entidad 
deportiva. En este caso, las implicancias sociales que traería aparejada la liquidación y 
extinción de la misma se prioriza la continuación de las actividades y la reestructuración del 
patrimonio. En decir, la liquidación cede ante la necesidad de continuar las actividades de 
la entidad deportiva, imponiéndose a tal fin un sacrificio a los acreedores que ven 
postergado el cobro de sus acreencias en un proceso concursal que como máximo podría 
durar 12 años[15]. 

Las razones de porque es necesario aplicar una solución concursal especial son explicitadas 
de manera diáfana por Luis Cabanellas de las Cuevas. En tal sentido el citado autor expresa 
que “ello responde al impacto que tiene la liquidación y extinción de las entidades 
deportivas. Esa extinción no implica solamente la disolución de una organización deportiva y 
la reasignación de los activos que la integraban, sino que tiene fuertes repercusiones 
sociales y políticas. Se esté o no de acuerdo con ello, lo cierto es que núcleos importantes 
de personas, sin vínculos jurídicos con la institución –como son los meros partidarios-, 
resisten activamente su extinción, por considerar que una entidad deportiva determinada es 
una parte fundamental de su identidad o de la de un barrio, localidad o grupo”[16]. 

Por otra parte, en caso de una entidad deportiva que fracase en su concurso preventivo no 
tendrá la posibilidad de acceder al procedimiento de salvataje o mal llamado “cramdown” 
previsto en el art. 48 de la L.C. Ello debido a que no se da el presupuesto subjetivo para 
acceder a esta alternativa en virtud de que el club es una asociación civil y para acceder a 
esta figura se requiere tener la forma jurídica de una sociedad anónima, sociedad de 
responsabilidad limitada o cooperativa. 



Respecto al presupuesto objetivo para la apertura del proceso concursal de salvataje de 
entidades deportivas es el estado de insolvencia, a pesar que el título que designa a esta ley 
se refiera a “dificultades económicas”. La expresión que surge del título de la ley podría 
hacer pensar que incluye supuestos previos a la insolvencia pero no es así. 

Un importante sector de la doctrina sostiene que el presupuesto objetivo es la cesación de 
pagos - a pesar del error del título de la ley -[17]. 

Por su parte, Vicente Aznar señala la contradicción entre el título y el contenido de la ley. 
Así, el autor sostiene que “cuando analizamos esta Ley N° 25.284, vemos desde su título un 
error que la inhabilita en todo su contenido y que es un verdadero pecado original: 
“Régimen especial de administración de entidades deportivas con dificultades 
económicas…” Si a ello apunta, jamás pudo exigir que se aplique sólo a las entidades en 
quiebra o en concurso preventivo, y si lo que se pretende es atender a las entidades con 
dificultades económicas, jamás debió exigir que estén ya en quiebra o concurso”[18]. 

En un sentido contrario, parece ubicarse Bernando Bas Arias en cuanto expresa que “el 
título de la ley nos habla de “entidades deportivas con dificultades económicas”. A simple 
vista parecería ser un término de fácil interpretación, pero analizándola en forma más 
precisa, la frase “dificultades económicas” otorga al juez un amplio margen de apreciación 
a la hora de aplicar este régimen, ya que en definitiva son muchas las situaciones y los 
factores por los cuales una entidad deportiva se puede encontrar en tal situación”[19]. 

Por nuestra parte, sostenemos que la cesación de pagos es el único presupuesto objetivo 
para que una asociación civil de primer grado pueda someterse al proceso de salvataje de 
entidades deportivas. Ello resulta así porque el proceso de salvataje es precedido por otros 
procesos concursales como la quiebra o el concurso preventivo que necesariamente suponen 
un deudor que se encuentra en cesación de pagos. 

En relación al presupuesto subjetivo en este caso no sólo debe tenerse en cuenta el art. 2 
de la L.C. que declara concursable a las personas de existencia ideal de carácter 
privado[20]. En este caso resulta imperativo para que la entidad deportiva pueda acceder al 
salvataje la observancia de los recaudos que emergen tanto del art. 1 de la Ley N° 25.284 
como del Decreto reglamentario N° 852/2007. 

El art. 1º que indica como sujetos del proceso a las asociaciones civiles de primer grado con 
personería jurídica, cualquiera sea la denominación que adopten y cuyo objeto sea el 
desarrollo de la práctica deportiva. 

Por lo tanto, analizando esta norma encontramos que sólo podrán acceder a este proceso 
concursal los clubes dado que la misma limita la solución a “las asociaciones civiles de 
primer grado”. En consecuencia, quedan excluidas las federaciones y las confederaciones. 
En la doctrina se indica que “la LFA aplica a “entidades base”, o sea aquellas a las que se 
asocian individuos y no federaciones o cualquier otro tipo de asociaciones de segundo grado 
(como ligas) o Confederaciones de tercer grado, aunque se denominen “asociaciones” como 
ocurre con la Asociación del Fútbol Argentino que en realidad es una Federación, que 
cumple roles de Confederación, por cuanto a ella se encuentran afiliadas tanto clubes como 



las Ligas del Interior”[21]. Existe doctrina que se manifestó en contra de la exclusión de las 
federaciones y confederaciones[22]. 

Además, la entidad deportiva deberá contar con personería jurídica. Por lo tanto, 
entendemos que al momento de solicitar el acogimiento al régimen de salvataje en caso de 
un club ya concursado deberá acreditarse la existencia del tal recaudo. En tal sentido, 
deberá agregarse el expediente administrativo del órgano de contralor provincial pertinente 
y el correspondiente certificado de subsistencia. En caso que ante la declaración de quiebra 
el juez deba evaluar la aplicación del régimen deberá oficiar a la autoridad de contralor 
pertinente a fin de que informe si el club cuenta con personería jurídica y si la misma se 
mantiene subsistente. 

Sostenemos que la referencia a “cualquiera sea la denominación” poco agrega respecto a la 
aplicación o no de este régimen excepcional. Por lo tanto, quedan comprendidos aquellos 
clubes que asuman el nombre de “Asociación Deportiva” o “Club Atlético” o “Asociación 
Atlética”, etc. Entendemos que resulta irrelevante el nombre. Lo importante es que se den 
los demás recaudos que estatuye el art. 1: asociación civil de primer grado con personería 
jurídica cuyo objeto sea la práctica deportiva. 

Destacada doctrina sostiene que la expresión “cualquiera sea la denominación que adopten” 
implica que quedarían comprendidas las asociaciones deportivas que se hubieran constituido 
bajo la forma de sociedad comercial con el alcance previsto en el art. 3 de la Ley N° 
19.550[23]. En esta tesis se considera que la expresión “cualquiera sea la denominación que 
adopten” no alude al nombre sino a la forma o estructura legal que el sujeto a 
adoptado[24]. 

No compartimos esta interpretación extensiva que pretende atribuirse al art. 1 de la ley 
25.284. Consideramos acertada la opinión de Luis María Games y Gustavo Américo Esparza, 
quienes sostienen que “en nuestro criterio se trata de una interpretación algo forzada, pues 
no compartimos la extensión que le da a la “denominación”, ligándola a la estructura legal 
y no al nombre, siendo que, además, el régimen de las asociaciones deportivas se 
enfrentaría, vgr. en cuanto a la disolución y liquidación de las cuotas o acciones de una 
sociedad comercial, con una estructura social incompatible con el de asociaciones 
civiles”[25]. 

El objeto de las entidades deportivas debe ser la práctica deportiva. En este punto, cabe 
señalar que el art. 1 fue reglamentado por el Decreto Ley 852/2007 que delimitó el 
presupuesto subjetivo disponiendo que las asociaciones civiles alcanzadas por el proceso de 
salvataje son aquellas que tuvieran como objeto o actividad principal la práctica deportiva 
profesional o amateurs en los dos últimos años a contar desde la declaración de quiebra o 
presentación en concurso preventivo. 

La doctrina expresa que con esto “se ha buscado evitar que otros entes intenten 
aprovecharse de los beneficios que otorga la creación de estos fideicomisos, modificando 
sus estatutos y comenzando a desplegar una actividad deportiva poco antes de la 
presentación en concurso preventivo, con lo cual evitarían el remate de los bienes y su 
desaparición ante el fracaso de la solución preventiva”[26]. 



En relación a la legitimación la ley 25.284 estatuye dos formas a través de la cual puede 
accederse al proceso de salvataje. Al respecto, puede ser abierto de oficio en caso que la 
entidad deportiva sea declarada en quiebra (art. 1 y 5) o a solicitud del club insolvente en 
el supuesto que se encuentre tramitando un concurso preventivo (art. 6). 

Respecto a la primera posibilidad, Luis María Games y Gustavo Américo Esparza sostienen 
que “la aplicación de oficio de la ley constituye una excepción al criterio vigente en la ley 
de concursos y quiebras, pues en ésta no existe la quiebra de oficio”[27]. 

Acertadamente, Pablo C. Barbieri pone de manifiesto que en este caso la aplicación del 
procedimiento es sólo privativa para el juez de la quiebra y no obligatoria. Asimismo, indica 
que en la práctica se puede correr una vista al síndico de la quiebra para que brinde el 
sustento técnico necesario de la adopción del procedimiento[28]. Por nuestra parte, 
entendemos que la vista será factible en los casos en los que exista una sindicatura ya 
designada como en el supuesto de una quiebra indirecta; en tanto que en los supuestos de 
quiebra directa sólo es posible en la medida que ya esté designado el síndico, lo que 
generalmente no acontecerá en esta instancia del proceso liquidativo. 

La aplicación de la Ley N° 25.284 a un club en concurso preventivo fue resuelta por primera 
vez por el Juzgado de Distrito en lo Civil y Comercial de la 12ª Nominación de Rosario 
dentro de los autos “Club Atlético Newell’s Old Boys s/ concurso preventivo” el 22 de mayo 
de 2009[29]. 

Posteriormente, en fecha 19 de agosto de 2014, se aplicó el mismo criterio por el Juzgado 
de Primera Instancia de Distrito en lo Civil y Comercial de la 11ª Nominación de Santa Fe 
dentro de los autos “Club Atlético Colón s/ continuación del concurso preventivo con opción 
de la Ley N° 25.284” (Expte. 601/2014)[30]. 

Tanto en el caso de Newell’s como en el de Colón la particularidad es que se admitió el 
acceso al salvataje, pero sin desplazamiento de los órganos estatutarios. Es decir, se hizo 
lugar al salvataje, pero no se aplicó en toda su intensidad el art. 7 de la Ley N° 25.284[31]. 

Un sector de la doctrina sostiene que a pesar de que la ley no lo establece también puede 
optar por el proceso de salvataje una entidad que se encuentra tramitando un acuerdo 
preventivo extrajudicial[32]. 

También parte de la doctrina considera que, aunque no lo exprese la ley, igualmente puede 
accederse al salvataje de manera originaria, es decir, sin que éste haya sido precedido por 
un concurso preventivo o una quiebra. En este sentido, se sostiene que la posición negativa 
llevaría al absurdo que para acceder al régimen de la Ley N° 25.284 debería primero lograr 
la declaración de quiebra o la apertura del concurso preventivo, para que, el juez en el 
primer supuesto intervenga de oficio y en el segundo para que se convierta este último en 
aquél[33]. 

Además, para la procedencia el salvataje es necesario que la entidad deportiva cuente con 
un “patrimonio suficiente para la continuación de la explotación” (conf. art. 5, “in fine”). 



En caso que no se observe este recaudo no podrá accederse al proceso concursal especial 
que regula la citada ley y proseguirá la liquidación en el marco de la quiebra. 

Entendemos que la apreciación de este recaudo debe realizarse de manera dinámica e 
integral, proyectándose al futuro y analizando todas las áreas de la entidad deportiva. 

Al respecto, Daniel Crespo expone que “en esta evaluación, además de la merituación del 
activo y del pasivo, el análisis judicial deberá también considerar las áreas de actividades 
del club que pueden realmente ser fuentes generadoras de ingresos y aquellas deficitarias 
que no sea provechoso continuar, todo ello conjugado con los gastos que suponen la 
apertura, mantenimiento y actividades de la institución”[34]. 

Por su parte, Marcelo Vedrovnik dice que “el juez debe hacer un análisis previo de la 
situación patrimonial de la entidad deportiva declarada en quiebra: si estima que ésta es 
titular de activos en cantidad suficiente para que una vez presentado un plan de acción, la 
entidad pueda ser reestructurada y transitar un plan de salvataje, así debe resolverlo”[35]. 

Por su parte, Leopoldo Peralta Mariscal expresa que “no creemos que en la generalidad de 
los casos el juez se halle en condiciones, sin complejos dictámenes periciales previos, de 
evaluar con la exhaustividad necesaria el patrimonio y actividad de la institución como para 
determinar si aquél es suficiente como para continuar con la explotación. Ello así, salvo 
hipótesis extremas; el sometimiento al régimen legal deviene inexcusable. En cualquier 
caso, y por respeto a los principios que inspiraron a la sanción de la ley, ante la duda debe 
decidirse la continuación de la actividad”[36]. 

En la mayoría de los casos este recaudo fue interpretado con amplitud y los jueces sin 
mayores comprobaciones accedieron a la apertura del salvataje. Gustavo Javier Giatti y 
Juan Ignacio Alonso señalan que “la interpretación que hicieron los jueces de esta norma, 
en la mayoría de los casos, fue con un criterio extremadamente amplio y teniendo en miras 
la continuidad de las instituciones deportivas”[37]. 

Excepcionalmente, se negó el salvataje en base a este presupuesto. Cabe recordar en esta 
instancia el caso del Club Deportivo Español donde la Sala C de la Cámara Nacional de 
Comercio confirmó la resolución dictada por el juez de primera instancia que desestimó la 
aplicación del régimen de la ley 25.284 por no cumplir el recaudo de un “patrimonio 
suficiente” y, en consecuencia, se siguió adelante con la liquidación que trae consigo la 
declaración de quiebra[38]. 

III. El pronto pago en la Ley N° 25.284 [arriba]  

1. Introducción. 

En este punto abordaremos la cuestión central de esta investigación. Detendremos nuestro 
análisis en el régimen del pronto pago previsto en el art. 17 de la ley 25.284. Al respecto, 
desarrollaremos la aplicación de dicho beneficio en el marco del proceso concursal de 
salvataje de entidades deportivas, como así también estudiaremos las diferencias con el 
régimen ordinario de pronto pago previsto en el art. 16 de la ley 24.522. 
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2. ¿Qué es el pronto pago? 

El pronto pago es un mecanismo especial y excepcional de tutela de los créditos laborales 
privilegiados que se encuentra previsto en tres de las cuatro especies de procesos 
concursales que regula nuestra legislación. 

En tal sentido, se lo prevé en el art. 16 de la L.C. en relación al concurso preventivo, en el 
art. 183 respecto de la quiebra y en el art. 17 de la ley 25.284 para el proceso concursal de 
salvataje de entidades deportivas. En realidad, la regulación central del instituto se la 
contempla en el art. 16 de la L.C. debido a que tanto el art. 183 de la L.C. como el art. 17 
de la Ley N° 25.284 remiten en lo pertinente a aquella norma. 

La figura fue incorporada en el ordenamiento concursal en 1972 con la ley 19.551. Respecto 
a esta ley la doctrina considera que una de sus “ideas-fuerza” es “la tutela de la relación 
laboral”[39] o la “intensa protección de las relaciones y créditos laborales”[40]. En base a 
ello, esta ley estableció “una importante regulación proteccionista de los créditos 
laborales”[41]. Una de estas manifestaciones se observaba con el beneficio del pronto pago. 

Por lo tanto, este instituto aparece reglado en la L.C. –en el entonces art. 17- antes de que 
se lo recepte en la Ley de Contrato de Trabajo que recién lo estableció dos años después en 
1974. En aquella oportunidad, algunos autores en un sentido crítico consideraron que se 
estaba otorgando un “superprivilegio” al acreedor laboral[42]. 

De la Ley N° 19.511 se trasladó a las sucesivas reformas concursales. La actual regulación 
del pronto pago, que proviene del art. 16 de la Ley N° 24.522, sufrió dos profundas 
modificaciones en los años 2006 y 2011 con las leyes 26.086 y 26.684 respectivamente[43]. 

Francisco Junyent Bas señala que “el derecho de pronto pago se encuentra previsto, para 
los acreedores laborales, en función del carácter alimentario de sus créditos, y consiste en 
el derecho que ellos tienen a que les abonen las acreencias sin necesidad de esperar la 
presentación de propuestas o la distribución final de fondos”[44]. En sentido similar, Liliana 
T. Negre de Alonso expresa que “el derecho de pronto pago de los acreedores laborales es 
consagrado por la ley en protección de los derechos de los trabajadores de la empresa 
concursada, teniendo en cuenta la naturaleza alimentaria de sus créditos, y consiste en el 
derecho que ellos tienen a que se les abone las acreencias incluidas en el mismo en forma 
inmediata sujeto a determinados requisitos, sin necesidad de esperar la presentación de 
propuesta, o la conclusión del concurso, o la distribución final de fondos”[45]. Asimismo, 
Antonio Vazquez Vialard indica que es “un mecanismo para asegurar al trabajador la 
inmediata percepción de sus créditos que tienen carácter alimentario”[46]. Por su parte, 
Daniel Roque Vítolo dice que “es estrictamente una autorización de pago, para que el 
concursado pueda pagar a un acreedor concursal –titular de un crédito laboral de causa o 
título anterior a la presentación en concurso- al margen del acuerdo, ya que se encuentra 
limitado en el régimen de administración de bienes”[47]. 

El carácter alimentario que exhibe el crédito laboral determina que tenga un tratamiento 
especial dentro del proceso concursal. Por ello, aquellos que tengan carácter privilegiado 
gozan de una preferencial temporal en el cobro[48]. 



En consecuencia, en el caso del concurso preventivo, el pronto pago se presenta como una 
excepción a la regla prevista en la primera parte del art. 16 que prohíbe realizar actos que 
importen alterar la situación de un acreedor de causa o título anterior a la presentación 
concursal. En tal sentido, Sebastián Godoy Lemos expresa que “este instituto nació como 
una consecuencia del principio protectorio, en procura de lograr que el trabajador obtenga, 
expedita y preferentemente, el cobro de sus créditos. Es decir que la nota característica 
está dada por la prelación temporal de determinados créditos –de naturaleza alimentaria- 
privilegiados, afectando a tal fin el resultado de la explotación o la liquidación final de 
determinados bienes”[49]. 

También debemos señalar que el instituto presenta una doble naturaleza. En otros 
términos, como dice Javier Lorente el pronto pago tiene una naturaleza ambivalente[50] o 
bifronte[51]. Por un lado, se presenta como un mecanismo de cobro del crédito laboral, o 
mejor dicho como una “autorización extraordinaria de pagos”[52] y, por el otro, como una 
modalidad de admisión en el pasivo concursal, esto es, como una “especie de verificación 
de créditos”[53] o un “modo especial y sumario de verificación”[54] o “un modo “ordinario” 
más que admite la ley, como camino verificatorio”[55] o “una verificación de créditos 
implícita”[56]. 

3. Texto legal. Su análisis. 

a) Introducción. 

El art. 17 de la Ley N° 25.284 bajo el acápite de “Beneficio de pronto pago” expresa que 
“Será aplicable el procedimiento de pronto pago para los créditos laborales previsto por el 
artículo 16 de la ley 24.522. A tales efectos, el juez autorizará el pago de los sueldos, con 
exclusión de las primas y premios, y demás rubros contemplados en la ley de contrato de 
trabajo”. 

b) Legitimación. 

Entendemos que quien se encuentra legitimado para interponer el beneficio del pronto pago 
es el acreedor laboral titular de un crédito privilegiado contra la entidad deportiva 
sometida al proceso de salvataje. 

No hay en este proceso pronto pago de oficio. Sólo opera la modalidad a petición de parte. 

El denominado pronto pago de oficio fue incorporado por la ley 26.086 en el art. 16 de la 
L.C. Éste contiene dos modalidades de pronto pago. En efecto, la reforma concursal de abril 
de 2006 a la par del clásico pronto pago a petición de parte incorporó una nueva modalidad 
que se denomina de oficio[57], automático[58], inmediato[59], colectivo[60] o sin instancia 
de parte[61]. 

Esta especie de pronto pago como indica su denominación no requiere petición alguna de 
parte del acreedor laboral. Tanto la determinación de los créditos pronto pagables como la 
existencia de los fondos con los que se van a satisfacer se realiza de manera oficiosa, sin 
requerimiento alguno del acreedor laboral. La modalidad se vincula con los informes inicial 
y mensual que la ley 26.086 impuso en su realización al síndico. En tal sentido, cabe 
recordar que la citada reforma concursal incrementó los deberes del síndico, estableciendo 



que en el concurso preventivo debe presentar dos informes que se suman a los informes 
individual y general: el informe inicial y el mensual[62]. 

Si bien el art. 17 de la Ley N° 25.284 remite al art. 16 de la Ley N° 24.522, pensamos que 
no resulta aplicable en el ámbito del proceso de salvataje de entidades deportivas el pronto 
pago de oficio. Las razones que nos llevan a sostener esta postura es que no existe síndico 
como tampoco la presentación de los informes inicial y mensual es ordenada en el proceso 
reglado por la Ley N° 25.284. Por lo tanto, sólo existirá la modalidad de pronto pago a 
petición de parte. 

c) Rubros prontopagables. 

En este tópico se observan serias dificultades debido a la defectuosa redacción del art. 17. 
En efecto, el precepto en su segundo párrafo dice que “el juez autorizará el pago de los 
sueldos, con exclusión de las primas y premios, y demás rubros contemplados en la ley de 
contrato de trabajo”. 

Del texto legal surge con claridad que los sueldos son pronto pagables y que las primas y los 
premios se encuentran excluidos. Ahora bien, la pésima técnica legislativa empleada deja 
un manto de duda respecto de los “demás rubros contemplados en la ley de contrato de 
trabajo”. 

La doctrina se divide en dos posiciones a la hora de determinar qué se encuentra incluido y 
qué excluido del beneficio. 

Luis Games y Gustavo Esparza se ubican en una posición estricta expresando que “el artículo 
17 de la Ley 25.284 (entidades deportivas), acota la extensión del beneficio al pronto pago 
de los sueldos solamente, excluyendo expresamente no sólo a las primas y premios de los 
jugadores (que son remuneraciones), sino también a “…demás rubros contemplados en la 
Ley de Contratos de Trabajo…”[63]. En esta posición se enrola Leopoldo Peralta Mariscal. El 
autor sostiene que el beneficio “queda circunscripto al pago de sueldos, con exclusión de 
las primas, premios y demás rubros contenidos en la Ley de Contrato de Trabajo”[64]. 
Agrega luego que “de tal suerte, en este régimen legal los únicos que cobran con 
anterioridad a los demás acreedores son los trabajadores, y con una importante limitación, 
ya que queda excluido del beneficio todo aquello que no responda a la categoría 
“sueldo”[65].   

Por el contrario, otros autores sostienen que se excluye solamente a las primas y los 
premios. Por lo tanto, el beneficio comprende a los sueldos y a los demás rubros 
contemplados en la Ley de Contrato de Trabajo. En esta tesis, Daniel Grispo opina que “si 
bien podría prestarse a alguna confusión, dada la mala redacción del texto legal, el pronto 
pago se aplica con relación a los sueldos, “y demás rubros contemplados en la Ley de 
Contrato de Trabajo”, quedando fuera de dicho régimen las primas y premios acordados con 
los integrantes de los equipos deportivos representativos de la institución”[66]. También en 
esta tesis Francisco Junyent Bas y Carlos Molina Sandoval sostienen que “en cuanto a los 
rubros comprendidos, el artículo 17, LED, abarca todos los comprendidos en la LCT, excepto 
las primas y premios”[67]. Destacando los autores que esta interpretación depende de una 
“coma”. Así expresan que “es importante remarcar la relevancia –a nivel interpretativo- 
que tiene la “coma” ubicada con posterioridad del sustantivo premios. Decimos esto, pues 



si aquella coma no existiera, la regla sería inversa: estarían excluidos todos los rubros, 
excepto el pago de sueldos”[68]. 

Por nuestra parte adherimos a la segunda de las posturas expuestas. Compartimos con la 
doctrina que el texto legal presenta una defectuosa redacción y que la misma genera las 
controversias respecto a cuáles rubros se encuentran comprendidos. Asimismo, sostenemos 
que lo único excluido son las primas y los premios. De lo contrario, si se interpreta que 
también se excluyen los demás rubros contemplados en la LCT el texto prácticamente 
quedaría vacío de contenido, sufriendo una limitación muy importante al restringirse a los 
sueldos. Si se adoptara la tesis restrictiva el derecho de los trabajadores a la rápida 
satisfacción de sus créditos alimentarios prácticamente desaparecería dado que cualquier 
rubro laboral –aunque tenga carácter privilegiado- que no fuera sueldo escaparía del 
beneficio. Adherimos a la tesis de que la “coma” ubicada después del sustantivo “premios” 
y antes de la expresión “y demás rubros contemplados en la ley de contrato de trabajo” es 
indicativa de que lo único excluido son las primas y los premios. 

d) Rubros excluidos. 

En el punto anterior señalamos que no gozan del beneficio las primas ni los premios. A 
continuación, realizaremos un breve enfoque sobre los mismos y daremos nuestra opinión 
respecto a la exclusión. 

(i) Introducción. 

En la actualidad no caben dudas que la relación que se entabla entre un futbolista 
profesional y la entidad deportiva en la que presta sus servicios es una relación laboral[69]. 
Sin embargo, largo fue el camino que en la doctrina y, especialmente, en la jurisprudencia 
tuvo que recorrerse para arribar a esa calificación. 

En nuestro país el fútbol se profesionaliza en 1931, pero la naturaleza laboral de la relación 
fue sustentada por la jurisprudencia mucho tiempo después. Así, en la misma se pasó de la 
tesis que sostenía la existencia de un contrato deportivo no laboral a la que sostuvo que 
había un contrato de trabajo[70]. En efecto, en primer lugar se dicta en 1952 el Plenario Nº 
18 de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en los autos “Vaghi, Ricardo A. c/ 
Club River Plate” que determinó el carácter no laboral, sosteniendo la existencia de un 
“contrato deportivo” ajeno a la normativa laboral[71]. En el fallo se siguió la tesis de un 
abogado español Arturo Majada quien en su obra publicada en Barcelona por la Casa 
Editorial Bosch en 1948 sustentó la existencia de un “Contrato Deportivo”. Entendía que 
éste era un contrato innominado carente de un ordenamiento legislativo propio[72]. 
También se abrevó en el pensamiento de Mario Deveali quien en la obra “Lineamientos del 
Derecho del Trabajo” y en un artículo de doctrina titulado “Los jugadores profesionales de 
fútbol y contrato de trabajo” sostuvo la existencia de un mandato deportivo. De este modo 
el jugador de fútbol no era un dependiente sino que recibía un mandato de la entidad 
deportiva para defender sus colores[73]. El autor sostenía que no podía asimilarse un 
partido de fútbol a un espectáculo público y los jugadores profesionales a los artistas[74]. 
Estas opiniones fueron seguidas en el plenario que adoptó la siguiente doctrina: "la relación 
que liga al jugador profesional de fútbol con la entidad que utiliza sus servicios, no es la 
emergente de un contrato de trabajo"[75]. La doctrina sentada en este plenario fue de 
aplicación obligatoria para todos los jueces del fuero laboral de Capital Federal por el 



término de 10 años (conf. art. 28 de la ley 13.998, art. 27 del decreto/ley 1285/58 y art. 
303 del Cód. Procesal).   

Otros autores seguían esta tesitura, negando la existencia de un contrato de trabajo[76]. 
Asimismo, fue adoptada por otros fallos[77]. 

Sin perjuicio del fallo plenario indicado y de las opiniones de destacados autores, otros 
tribunales del país comenzaron a sostener que la relación entre el futbolista y la entidad 
deportiva se daba a través de un contrato de trabajo. En tal sentido, la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires en 1954 en los autos “Cammaratta, Antonio c/ Independiente” 
fue la primera en sostener que es un contrato de trabajo el firmado entre el futbolista y el 
club[78]. 

La calificación como contrato de trabajo también fue adoptada en la provincia de Santa Fe. 
En primer lugar por la Cámara del Trabajo de Rosario en 1954 y en segundo lugar por la Sala 
del Trabajo del Superior Tribunal de Santa Fe en 1959[79]. 

El mismo criterio fue acogido por otro fuero en la Capital Federal. En tal sentido, la Justicia 
Nacional Civil en distintos pronunciamientos sobre la competencia resolvió entendiendo la 
existencia de una relación laboral[80].   

Gustavo Albano Abreu acertadamente acota que “el sistema federal de nuestro país 
permitía que futbolistas del mismo territorio nacional que jugaban en un mismo 
campeonato pero para clubes que se domiciliaban en diferentes provincias recibieran un 
distinto tratamiento legal”[81]. 

Los cambios definitivos en la jurisprudencia se producen con un nuevo plenario sentenciado 
en 1969. En dicha oportunidad, la Cámara Nacional del Trabajo dicta el Plenario Nº 125 
dentro de los autos “Ruiz, Silvio R. c/ Club Atlético Platense” que califica como laboral la 
relación que estamos analizando[82]. 

La tesis de la existencia de un contrato de trabajo tuvo su respaldo en una importante 
doctrina[83]. 

El nuevo plenario, la huelga de 1971 y las opiniones de la doctrina determinaron que 
algunos años después se sancionara la ley 20.160 que estableció el Estatuto del Futbolista 
Profesional[84]. Éste “aprobado en 1973, luego de trabajosas negociaciones, incluida una 
huelga, puso fin a una larga etapa caracterizada por vacilaciones jurisprudenciales y 
enfrentamientos doctrinarios”[85]. 

El art. 2 de la ley 20.160 dispone que "Habrá contrato válido a los fines de la presente ley, 
cuando una parte se obligue por tiempo determinado a jugar al fútbol integrando equipos 
de una entidad deportiva y ésta a acordarle por ello una retribución en dinero"[86]. 

Posteriormente, la Asociación del Fútbol Argentino (AFA) y Futbolistas Argentinos 
Agremiados (FAA) acodaron el convenio colectivo de trabajo para la actividad. Primero fue 
el Nº 141/1973, que tuvo corta duración y fue sustituido por el Nº 430/75[87]. Sin embargo, 
como señala Ricardo Frega Navía “a dicho trascendente logro le siguió una casi total 



parálisis en materia negociadora (solo se modificaron aspectos más vinculados con las 
fechas de la competencia)”[88]. 

No obstante, la negociación colectiva se reactivó en el año 2009 con un nuevo CCT. Así, 
aparece en escena el actualmente vigente, que es el Nº 557/09. Los motivos que llevaron a 
este nuevo convenio son expuestos por Ricardo Frega Navía. El autor expresa que “sobra 
decir que si bien durante ese prolongado período hubo intentos de acuerdos para pactar una 
nueva convención colectiva, finalmente nunca se cristalizó. Por ello, no resultará 
sorprendente que finalmente se pudo arribar a un acuerdo en 2009, claramente relacionado 
con un escenario de presión generada en razón, de que era un momento en que el ámbito 
internacional (con las decisiones de la FIFA y los laudos del TAS en la materia) se instalaba 
la concepción de la ilegitimidad de las cláusulas de prórroga unilateral contractual a favor 
de los clubes, cuestión ampliamente recogida en las mencionadas ley 20.160 (que hoy sigue 
vigente) y en el anterior CCT 430/75”[89]. 

Por lo tanto, hoy en día no caben dudas del reconocimiento de la naturaleza laboral del 
vínculo que liga a los futbolistas profesionales con la entidad deportiva para la cual prestan 
sus servicios[90]. No obstante, en la doctrina reconociendo que se trata de una relación 
laboral especial con numerosas particularidades se indica “en las condiciones que van 
generándose en la negociación contractual de estos tiempos, las cosas merecen seguir 
siendo debatidas”[91]. Agregándose que “seguramente, no es este el último capítulo de 
esta atrapante temática”[92]. 

Sin perjuicio de lo indicado en el párrafo precedente, tenemos que señalar que la relación 
laboral que analizamos está regida por diversas fuentes. En primer lugar, por el Estatuto del 
Futbolista Profesional -Ley 20.160-, en segundo lugar por el CCT Nº 557/09 y en tercer lugar 
por la legislación laboral vigente que resulte compatible con las características de la 
actividad deportiva[93]. Además, de manera subsidiaria, esta relación se rige, en cuarto 
lugar, por las reglas deportivas internacionales que reglamentan la práctica del fútbol y por 
los reglamentos deportivos del club empleador y de la asociación de fútbol de cada 
país[94]. 

(ii) Prima. 

En la relación laboral especial que se pacta entre el futbolista profesional y el club al cual 
presta sus servicios la primea se presenta como uno de los principales rubros. El mismo 
aparece contemplado en los denominados “convenios privados”[95]. 

De manera preliminar debemos señalar que a este rubro se lo denomina “prima de 
contratación”, “prima anual” o simplemente “prima”[96]. También en España se utiliza la 
expresión “prima de contratación”[97]. En México se emplea el término “ficha”[98]. 

En nuestro país, no se prevé a esta figura ni en el Estatuto del Futbolista Profesional –Ley 
N° 20.160- ni en el Convenio Colectivo de Trabajo – Nº 557/09- como tampoco en la Ley de 
Contrato de Trabajo[99]. Sin embargo, se señala que “los usos y costumbres lo mantienen 
en plena vigencia, constituyendo, por regla general, el más importante de la remuneración 
del futbolista”[100]. En definitiva, es un rubro que si bien no tiene previsión normativa en 
nuestro país se impone en la práctica de la contratación de futbolistas profesionales. Su 



fijación queda librada a la autonomía de la voluntad, es decir, a lo que las partes pacten en 
el contrato de trabajo. 

La prima es una asignación especial en beneficio del jugador por su sola contratación. La 
percibe el futbolista “por el solo hecho de contratar”[101]. 

Se señala que son “aquellas cantidades de contenido salarial que se estipulan de común 
acuerdo entre el profesional y el club o entidad deportiva por el hecho de suscribir el 
contrato de trabajo, de ser contratado para la práctica deportiva por dicha entidad”[102]. 

Asimismo, se expresa que “es la suma de dinero que percibe el deportista por suscribir un 
determinado contrato de trabajo deportivo”[103] 

También se indica que “es el monto que percibe el futbolista-trabajador por el solo hecho 
de suscribir el contrato de trabajo respectivo, acordado entre el jugador y el club 
empleador”[104]. 

En el derecho español, el Convenio Colectivo de Trabajo para la actividad del futbolista 
profesional, en su art. 20 la considera como un rubro componente del salario. A su vez, en 
su art. 22 inc. 1º la califica como “la cantidad estipulada de común acuerdo entre el 
club/SAD y el futbolista profesional, por el hecho de suscribir el contrato de trabajo” 

Se discute en la doctrina y en la jurisprudencia el carácter privilegiado o quirografario con 
el que debe reconocerse el crédito cuya causa reside en la denominada “prima”. A su vez, 
dentro de la tesis que asigna a este rubro el carácter de privilegiado existen discordancias 
respecto a si corresponde la admisión con el doble privilegio –especial del art. 241 inc. 2 y 
general del 246 inc. 1 de la L.C.- o sólo con el privilegio general –art- 246 inc. 1- 

La tesis que lo considera como crédito quirografario sostiene que la prima no es 
componente del salario sino que su origen es contractual. Fuera del ámbito concursal, se 
observan aislados, pero resonantes fallos que sostuvieron que la prima no presenta 
naturaleza salarial. En este sentido, se ubica lo resuelto por la Sala IX de la Cámara 
Nacional del Trabajo en el conocido caso “Caranta, Mauricio A. c/ Asociación Civil Club 
Atlético Boca Juniors s/ despido” dónde a través del voto mayoritario se negó el carácter 
remuneratorio a este rubro[105]. En este caso, el voto de la mayoría fue expuesto por el 
vocal Dr. Gregorio Corach –al cual adhirió el vocal Dr. Daniel E. Stortini- en el cual se negó 
el carácter salarial a la prima expresando que “las partes colectivas omitieron toda 
inclusión de la denominada "prima" en el concepto de remuneración en los convenios 
colectivos Nº 430/75 -vigente a la época del distracto- y 577/09 -de marzo de 2009, esto es 
un par de meses después de la ruptura- y las características típicas de estos convenios, que 
en el caso de autos obedeció a la posibilidad de contar con la renovación del contrato 
deportivo laboral por parte del actor por las siguientes tres temporadas en exclusividad 
para el club demandado, que ilustra la práctica usual en el ámbito futbolístico y, por ende, 
permite inferir que en este caso no obedeció a una obligación de naturaleza laboral”[106]. 

No compartimos la doctrina que emerge del caso “Caranta”. En tal sentido, creemos que no 
debemos perder de vista que en la actualidad –tanto la doctrina como la jurisprudencia- 
reconocen a la prima con carácter remuneratorio en los términos del art. 103 de la 
LCT[107]. Inclusive, recientemente este criterio fue reafirmado por la Suprema Corte de 



Justicia de Buenos Aires en los autos “Morales, Hugo Alberto c/ Club Atlético Independiente 
s/ concurso preventivo” que reconoce el carácter remuneratorio del rubro prima[108]. 

A partir de aquí la discusión gira en torno a considerar si el citado rubro tiene privilegio 
especial y general o sólo este último. 

Una postura considera que sólo goza de privilegio general, pero no del privilegio especial. 
Esto último debido a que no se lo menciona entre los rubros laborales con privilegio especial 
del art. 241 inc. 2). De este modo, la prima sólo ostentaría el privilegio general dado que 
quedaría comprendida en la expresión “y cualquier otro derivado de la relación laboral”. Es 
decir, el art. 246 en su inc. 1) enumera diversos créditos que gozan del privilegio general y 
luego agrega que también presenta esa graduación “cualquier otro derivado de la relación 
laboral”. Es este el criterio sostenido por la SCJ de Bs. As. en el citado caso de “Morales, 
Hugo c/ Club Atlético Independiente”. Asimismo, es la posición sustentada por Pablo 
Barbieri quien expresa que “la "prima" no puede incluirse como crédito con privilegio 
especial (art. 241, inc. 2º), atento a no encontrarse enunciado expresamente en dicho 
precepto legal. No se admiten, al respecto, interpretaciones analógicas, prevaleciendo, en 
este punto, el llamado "principio de restrictividad" en el otorgamiento de preferencias a los 
créditos verificados y/o admisibles, dentro de los procesos concursales”[109]. 

Por nuestra parte, hemos sostenido que al formar parte de la remuneración la prima es un 
crédito que ostenta el doble privilegio especial y general que los arts. 241 inc. 2º y 246 inc. 
1º le reconocen al crédito laboral, aunque, con las limitaciones temporales que emergen de 
los citados preceptos, es decir, sólo por el término de seis meses[110]. 

La trascendencia que tiene para una acreencia ser calificada como privilegiado no es 
menor. Ante la insuficiencia patrimonial que en la actualidad exhiben los procesos 
concursales revestir el carácter de privilegiado es tener mayores posibilidades de recuperar 
el crédito verificado. Es en definitiva una alternativa para “escapar” de la distribución de 
pérdidas que impone la “pars conditio creditorum”. Al efecto, correctamente señala Javier 
Arellano Gómez que los privilegios son excepciones o derogaciones de la regla de la pars 
conditio creditorum[111]. 

Por lo tanto, la calidad de privilegiado le dará mayores posibilidades de cobro de su 
acreencia y en el concurso preventivo y en la quiebra la posibilidad de acceder al beneficio 
del pronto pago. 

Ahora bien, en el tema que nos convoca en esta colaboración, ya hemos señalado que se 
excluye expresamente del beneficio del pronto pago a las primas. Por lo tanto, este rubro 
será graduado como privilegiado, pero no gozará del beneficio del pronto pago. 

(iii) Premios. 

El art. 5 del Estatuto del jugador profesional de fútbol -ley 20.160- hace referencia a los 
premios. En efecto establece que “En el contrato se deberá establecer en forma clara y 
precisa el monto discriminado de la remuneración que el jugador percibirá en concepto de: 
a) sueldo mensual; b) premio por punto ganado por partido ganado en partido oficial; c) 
Premio por partido amistoso ganado o empatado; d) Premio por clasificación en los 



certámenes o torneos nacionales o internacionales en que participe o pueda participar el 
club contratante…”. 

El premio tiene carácter remuneratorio y “recompensa la actividad y los resultados 
obtenidos en la ejecución de la relación laboral”[112]. Entre la prima y los premios existen 
notorias diferencias. En primer lugar la prima se paga por la sola contratación, por el 
fichaje, es decir, cuando aun no comenzó la ejecución de la relación laboral; en cambio, los 
premios se vinculan a los resultados obtenidos en la ejecución de la relación laboral. La 
prima se acuerda de manera individual por cada deportista; en cambio, los premios son 
iguales para todos aquellos que participaron en la obtención del resultado. 

Los premios -al igual que lo que manifestamos respecto a la prima- si bien revisten carácter 
remuneratorio quedan expresamente excluidos del beneficio del pronto pago en virtud del 
art. 17 de la ley 25.284. 

(iv) Crítica a la exclusión. 

La doctrina no se muestra uniforme a la hora de analizar la exclusión de estos rubros del 
beneficio del pronto pago. 

Luis María Games y Gustavo Américo Esparza se pronunciaron por la inconstitucionalidad del 
art. 17 de la ley 25.284 al excluir del beneficio no sólo a la prima y los premios sino también 
a los demás rubros contemplados en la Ley de Contrato de Trabajo[113].   

En contra se sostiene que con la exclusión “se ubica en una misma situación de igualdad a 
todos los trabajadores de la entidad deportiva”[114]. 

Por nuestra parte, consideramos que no hay razón para excluir a estos rubros del beneficio 
del pronto pago. No hay razón, a nuestro criterio, para discriminar a los jugadores de 
fútbol. Su calidad de trabajadores y el carácter privilegiado de estos rubros es suficiente 
para que puedan gozar del pronto pago. 

Reconozco que puede existir una preocupación por los montos cuantiosos que pueden 
representar estos rubros que a la hora de las distribuciones de fondos líquidos disponibles 
los insumirían en su mayoría. En tal sentido, propiciamos que se establezca un sistema 
similar al que la ley 26.684 propinó en el art. 16 de la L.C., introduciendo un límite en las 
distribuciones mensuales de fondos líquidos disponibles. 

Se estableció un tope para el pago proporcional de créditos que debe realizar el síndico. En 
tal sentido, se expresa que “el síndico efectuará un plan de pago proporcional a los créditos 
y sus privilegios, no pudiendo exceder cada pago individual en cada distribución un monto 
equivalente a cuatro (4) salarios mínimos vitales y móviles”. 

Darío Grazíabile y Juan Martín Villoldo sostienen que “resulta positivo el limite 
implementado en cada distribución mensual respecto de cuatro salarios mínimos, vitales y 
móviles, ya que en la práctica se han visto concursos (en particular los de “Alpargatas” y 
“Telearte”) en los que se reconocieron prontos pagos por sumas tan importantes que en las 



distribuciones mensuales se llevaban la mayoría de los magros fondos que suelen detectarse 
para atender los créditos laborales con pronto pago”[115]. 

Claudio Casadío Martínez señala que “estimamos que con ello se pretende favorecer a los 
trabajadores con acreencias de menor monto cuando existan otros con sumas elevadas de 
indemnizaciones y que haciendo una distribución proporcional se llevarían la mayor parte 
del dividendo. Ahora estos últimos deberán aguardar lapsos mayores para cobrar sus 
acreencias, beneficiando a aquellos otros. Indirectamente también se beneficiará a aquellas 
empresas con elevados ingresos brutos y elevadas sumas adeudadas a los trabajadores que 
eventualmente verán reducido el porcentual real destinado a los "pronto pago"[116]. 

En tal sentido, creemos que la incorporación de un límite mensual en el cobro de los 
créditos pronto pagables permitiría una pago a todos los acreedores laborales privilegiados y 
no atentaría contra la continuación de las actividades de la entidad deportiva. 
Mensualmente, ningún trabajador podría cobrar un importe mayor al de cuatro salarios 
mínimos vitales y móviles; lo que excede ese monto no se pierde sino que se cobraría en las 
siguientes distribuciones –siempre con el referido límite-. 

e) Causales de rechazo. 

El pronto pago promovido por el acreedor laboral podrá ser denegado total o parcialmente 
por el juez en base a cualquiera de las causales que se prevén en el art. 16 de la ley 24.522, 
es decir, que el crédito fuere controvertido, que existan dudas sobre el origen o legitimidad 
del mismo o que existan sospechas de connivencia entre la entidad sometida al proceso de 
salvataje y el acreedor laboral. Pensamos que también serán causales de rechazo el 
supuesto de que el crédito sea quirografario o que se pretenda hacer valer por vía del 
pronto pago créditos que correspondan a los rubros primas y premios que –como vimos- 
expresamente excluye del beneficio el art. 17. 

f) Trámite. 

Se aplica lo dispuesto por el art. 16 de la L.C., con la salvedad de que la vista no será 
evacuada por el síndico sino por el órgano fiduciario. Por lo tanto, del pedido de pronto 
pago que efectúa el acreedor laboral deberá corréesele traslado a la entidad sometida al 
proceso de la ley 25.284 y al órgano fiduciario. El plazo para contestar el traslado y evacuar 
la vista será de 5 cinco días hábiles judiciales de conformidad a los incs. 1 y 2 del art. 273 
de la L.C. Este último precepto es aplicable en virtud de lo dispuesto por el art. 26 de la ley 
25.284 que declara aplicable la ley 24.522 en todo lo que no se oponga a la primera. 

Una vez contestado el traslado y evacuada la vista el juez deberá resolver admitiendo o 
denegando total o parcialmente el pronto pago. La resolución en cualquiera de los casos es 
apelable. Por regla no se le impondrán las costas al acreedor salvo que hubiera obrado con 
temeridad, malicia y connivencia. 

g) Fondos con los que se satisfacen. 

El art. 17 no contiene disposición alguna que refiera a los fondos con los que se satisfacen 
los créditos que son admitidos. En consecuencia, pensamos que se aplican las disposiciones 



del art. 16 de la ley 24.522 en virtud de la remisión que efectúa la primera a la segunda de 
las normas citadas. 

Antes de la reforma que la ley 26.086 introdujo al art. 16 de la ley 24.522 la doctrina 
sostenía que debían satisfacerse “prioritariamente con el resultado de la explotación”. Es 
decir, que ante el silencio de la ley 25.284 aplicaba la remisión que el art. 17 de esta ley 
efectúa al art. 16 de la L.C[117]. 

En consecuencia, consideramos que ante el silencio de la ley 25.284 respecto a la forma de 
satisfacción de los créditos prontopagables cabe aplicar la remisión que se efectúa al art. 
16 de la ley 24.522. Por lo tanto, habiéndose modificado este precepto por la ley 26.086 y 
26.684 respecto de la forma en que se pagan los créditos admitidos el nuevo contenido es 
plenamente aplicable. Por lo tanto, los créditos se satisfacen en primer término con fondos 
líquidos disponibles y si estos no existen o hasta tanto el órgano fiduciario determine la 
existencia de los mismos deberá formarse una reserva con el 3 % de los ingresos brutos. 

h) Exclusión del régimen de distribución de activos y cancelación de deudas. 

Expresamente el art. 18 de la Ley N° 25.284 en su parte final señala que “los beneficiarios 
del pronto pago, no se encuentran sujetos al presente régimen”. 

Esta norma es coherente con la finalidad del pronto pago que se estatuye como un beneficio 
excepcional reconocido a las acreencias laborales privilegiadas que pueden procurar el 
cobro anticipado de su crédito. Por lo tanto, el acreedor laboral privilegiado beneficiario 
del pronto pago podrá percibir sus créditos con fondos líquidos disponibles –o en su defecto 
con los fondos reservados conformados con el 3 % de los ingresos brutos- sin tener que 
esperar la distribución de activo que determina el art. 18 de la ley 25.284. 

IV. Conclusiones [arriba]  

En la presente colaboración realizamos un estudio descriptivo del régimen vigente, sin dejar 
de lado un enfoque analítico de la regulación que nos permita demostrar las falencias e 
insuficiencias de la actual normativa prevista en el art. 17 de la Ley N° 25.284, como así 
también poner de manifiesto la urgente necesidad de reformar el régimen. 

Consideramos que el pronto pago requiere en el ámbito del proceso concursal de salvataje 
una regulación más exhaustiva dado que no resulta suficiente la genérica remisión al art. 16 
de la L.C. Inclusive, luego de la sanción de la ley 26.086 la remisión genera algunas 
contradicciones debido a que algunos institutos previstos para el concurso preventivo no 
resultan aplicables en el proceso concursal de salvataje de entidades deportivos. En tal 
sentido, ello se exhibe en relación al denominado pronto pago de oficio que a nuestro 
criterio no resulta aplicable en el ámbito del proceso reglado por la Ley N° 25.284 en virtud 
de que no existen ni síndico ni los denominados informes inicial y mensual. 

Por otra parte, resulta necesaria una urgente modificación del art. 17 de la Ley N° 25.284 
dado que de su redacción no resulta con claridad si la exclusión comprende también a los 
“demás rubros contemplados en la ley de contrato de trabajo”. 
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Nosotros pensamos que lo único excluido son las primas y los premios. El beneficio 
comprende a los sueldos y a los demás rubros contemplados en la LCT en la medida que 
sean graduados como privilegiados. 

De lo contrario, si se interpreta que también se excluyen los demás rubros contemplados en 
la LCT, el texto prácticamente quedaría vacío de contenido, sufriendo una restricción muy 
importante al limitarse a los sueldos. Si se adoptara la tesis restrictiva el derecho de los 
trabajadores a la rápida satisfacción de sus créditos alimentarios prácticamente 
desaparecería dado que cualquier rubro laboral –aunque fuera de carácter privilegiado- que 
no fuera sueldo escaparía del beneficio. Adherimos a la tesis de que la “coma” ubicada 
después del sustantivo “premios” y antes de la expresión “y demás rubros contemplados en 
la ley de contrato de trabajo” es indicativa de que lo único excluido son las primas y los 
premios. 

No obstante, entendemos que no existe razón para excluir a las primas y premios del 
beneficio del pronto pago. Se trata de rubros remuneratorios y como tales gozan de 
privilegio y, en consecuencia, deberían ser reconocidos como pronto pagables. Carece de 
sentido que la suerte de estos rubros dependa del tipo de proceso concursal que nos 
encontremos. Si se trata de un concurso preventivo o una quiebra son pronto pagables dado 
que ni el art. 16 ni el 183 contienen una exclusión similar. Por el contrario, si la acreencia 
fuera reclamada en el proceso concursal de salvataje -aun siendo privilegiado- no gozan del 
pronto pago. 

Por nuestra parte, consideramos que no hay razón para excluir a estos rubros del beneficio 
del pronto pago. La calidad de trabajadores de los futbolistas y el carácter privilegiado de 
estos rubros es suficiente para que puedan gozar del pronto pago. 

Si la preocupación del legislador obedece a los cuantiosos montos que pueden representar 
estos rubros, los que al momento de las distribuciones de fondos líquidos disponibles los 
insumirían en su mayoría, debería haberse adoptado otra solución y no la exclusión del 
beneficio. En tal sentido, propiciamos que se establezca un sistema similar al que introdujo 
la Ley N° 26.684 en el art. 16 de la LCQ, disponiéndose un límite en las distribuciones 
mensuales de fondos líquidos disponibles. 

La incorporación de un límite mensual en el cobro de los créditos pronto pagables permitiría 
un pago a todos los acreedores laborales privilegiados y no atentaría contra la continuación 
de las actividades de la entidad deportiva. Esta solución resulta más justa que la exclusión 
de determinados rubros que hoy exhibe el art. 17 de la Ley N° 25.284. 
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